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	2ª Instancia. - Buenos Aires, abril 14 de 2005.

Considerando: I. Contra la sentencia de fs. 143/47 en cuanto rechazó las defensas y que interpusiera y mandó llevar adelante la ejecución, se alza la demandada, expresando agravios a fs. 151/6, cuyo traslado fuera contestado a fs. 158/65.

II. Ha dicho esta Sala en anterior ocasión (v. expte. n° 103.964/97 y entre otros) que la hipoteca en nuestro régimen legal puede garantizar todo tipo de obligaciones (conf. art. 3109 y 3153 Cód. Civil) aun las eventuales y futuras, bastando para cumplir con el principio de la especialidad que conste en el instrumento la fijación de la responsabilidad hipotecaria del inmueble, como se ha verificado en autos hasta la suma de U$S330.000, con independencia de la obligación garantizada, que siempre estará incluida dentro del tope o máximo previsto, pues en suma toda obligación lícita es garantizable con hipoteca en tanto el derecho real consiste en un gravamen por un monto determinado o determinable, que en el caso de autos está dado por el límite mencionado expresamente en el título que se ha mencionado "ut supra".

Tratándose de una hipoteca "abierta" constituida en garantía de operaciones comerciales, la deuda puede crecer o disminuir en su capital, sea por pagos parciales, por recepción de remesas, por incumplimiento de obligaciones, pero en todos los casos la obligación a que accede la hipoteca estará garantizada dentro del tope o máximo previsto hasta su monto real y actual, aun cuando en el momento de la constitución del gravamen el crédito esté indeterminado o no haya tenido nacimiento.

Tenemos que en el caso de autos se cumplen los requisitos que requiere la normativa vigente en tanto se expone claramente en el contrato cuál es la causa de la obligación consistente la apertura de la cuenta de gestión que se menciona en la escritura constitutiva de la hipoteca que se encuentra afectada a un contrato de distribución, en la que se asientan facturas, notas de créditos, débitos, deudas por envases y elementos de promoción, pagos, pagarés, cheques y demás documentos y actos vinculados a las operaciones comerciales que se realizan ente la parte acreedora y la parte deudora de conformidad con las operaciones de distribución, siendo ésta concretamente la operatoria garantizada, y también se ha establecido el techo de la cobertura hipotecaria lo cual otorga plena validez a la misma.

En cuanto a la determinación de la existencia de deuda líquida y exigible, necesaria para tornar operativa la garantía mencionada, el mismo está constituido por el certificado del contador público nacional independiente al que las mismas partes otorgaron validez, tal como surge de los términos del contrato, el cual no es más que un simple comprobante de la existencia de la misma que complementa el título original, a fin de establecer con precisión el monto del crédito, pero éste no constituye el título en sí mismo (conf. CNCiv, Sala G. Rel. n° 210.993. 27/12/96, "EG3 c. Villanueva, Mirta Clara s/ejecución hipotecaria").

En tanto la Sala "H" ha determinado que con una certificación de estado de cuenta emitida por el Banco acreedor debe tenerse por cumplida la exigencia impuesta por el art. 520 del Cód. Procesal en torno a la liquidez y a la exigibilidad de la deuda en ejecución (Citibank N.A. c. Vaccaro de Troncoso, Ana s/ejecución hipotecaria).

Esa misma Sala en "Banco Credicoop Cooperativo Limitado c. Russo, Fernando J." (17/10/00, JA 18/7/01, pág. 61) dijo... "puede constituirse una hipoteca en garantía del contrato de apertura de crédito, fijándose el máximo de responsabilidad hipotecaria y quedando la obligación indeterminada en su monto hasta la realización definitiva del crédito, sin perjuicio del establecimiento desde un principio de las líneas generales que harán posible, en el momento oportuno la aludida determinación. La hipoteca garantiza entonces los adelantos realmente efectuados hasta la concurrencia de la suma convenida. En otras palabras, la eficacia de la hipoteca está subordinada a la realización de los adelantos previstos en la convención".

Y agrega luego, "cierto es que el temperamento propuesto resultó ampliamente debatido por la doctrina, pero ello no impide concluir en que, a la luz de los principios establecidos por los citados arts. 3109 y 3153 del Cód. Civil la hipoteca puede garantizar todo tipo de créditos. El concepto de especialidad no difiere, pues siempre es la fijación del máximo por el que responde la finca. La deuda puede crecer o disminuir y en todos los casos estará garantizada hasta su monto en la medida del tope previsto, cumpliéndose de tal modo con el principio de especialidad. También se cumple con la accesoriedad, dado que nada impide que la hipoteca garantice un crédito futuro y los créditos eventuales...".

"De todos modos parece útil recordar que si bien es conveniente indicar el mayor número de elementos que individualicen la causa de la obligación, la rigidez no es absoluta, pues la constitución de hipoteca no se anulará por falta de alguna de las designaciones prevenidas, siempre que se pueda venir en conocimiento positivo de la designación que falte (art. 3133 CC)", como ocurre en el caso a través de la certificación contable que las partes previeran contractualmente al efecto.

Ha establecido asimismo esta Sala (conf. expte. n° 177.562, 30/11/95 entre otros) que, toda vez que se pretenda la ejecución de un crédito que se encuentra garantizado por el derecho real de que se trata, es necesario presentar un título de donde surja la existencia de dos derechos: el personal de crédito y el real accesorio de hipoteca. En la interdependencia recíproca entre ambos puede suceder que aquél sea actual (hipoteca de tráfico) o que sea futuro o eventual, resultando incierto su importe hasta el estadio final de la relación jurídica (hipoteca de seguridad). En este último caso la escritura "de máximo" no es por sí sola título ejecutivo, toda vez que no acredita de un modo fehaciente la existencia, vencimiento y ejecutabilidad de las deudas, de donde, para hacerla efectiva, el acreedor debe probar tales extremos, tal como lo ha verificado en autos acompañando el comprobante al que las mismas partes han otorgado valor de donde surge claramente el detalle pormenorizado de los rubros que integran la deuda en ejecución, que la accionada no demuestra haber abonado a pesar de manifestar que nada debe a la acreedora.

Coincidentemente la Sala "I" ha manifestado (17/4/97, "Kraft Suchard Argentina S.A. c. Camerota, Oscar A", LA LEY, 1997-D, 584; DJ, 1997-3, 1151) que "en los supuestos de una garantía hipotecaria otorgada en favor de un crédito eventual cuyo importe resulte incierto hasta el estadio final de la relación jurídica, a los fines de satisfacer el recaudo de la especialidad que exige nuestro ordenamiento, resulta imprescindible acreditar los instrumentos de los cuales surja el derecho personal de crédito y el real accesorio de hipoteca, de cuya interdependencia, además dependerá la correcta integración del título ejecutivo".

Y el mismo Tribunal en autos "Kraft Suchard Argentina S.A. c. Brunelli, Sergio" (24/2/98, JA, 1998-III-387) dijo "en el caso de garantía hipotecaria otorgada en favor de un crédito eventual ... el recaudo de la especialidad en cuanto al crédito se configura por el tope límite del mismo, pudiendo determinarse el monto adeudado por medios extrahipotecarios".

Todo ello no hace más que coincidir con lo expresado en el art. 3109 del ordenamiento de fondo al determinar que "si el crédito es condicional o indeterminado en su valor o si la obligación es eventual, o si ella consiste en hacer o no hacer, o si tiene por objeto prestaciones en especie, basta que se declare su valor estimativo en el acto constitutivo de la hipoteca.

Por su parte la Dra. Elena I. Highton ha expuesto ("Especialidad en cuanto al crédito, pág. 49/50; id. Código Civil en colaboración con Bueres, T. V, pág. 296/305 y en su voto en la causa de la Sala F de esta Cámara en autos "Saracco, Beatriz N. c. Otto Garde y Cía S.A. y otro", 19/5/00, DJ, 2001-2-255, n° 16.746) que la especialidad en cuanto al crédito consiste en la fijación de la responsabilidad hipotecaria, afectación hipotecaria o gravamen, es decir el monto por el que la finca responde hipotecariamente, en tanto que la determinación de la obligación garantizada en cuanto a su causa, entidad y magnitud no está vinculada al carácter de la especialidad de la hipoteca, sino a la accesoriedad ... el codificador permite asegurar con hipoteca todo tipo de obligaciones entre ellas una como la de autos y para cumplir con el principio de la especialidad en cuanto al crédito el art. 3109 da la solución: basta que se declare el valor estimativo en el acto constitutivo de la hipoteca. El crédito puede en definitiva ser mayor o menor que el monto del gravamen, es decir que la estimación no fija la suma del crédito exigible ...".

La Sala "A" ha determinado que "desde que no habrá de confundirse la hipoteca con la obligación principal que garantiza, sólo es menester que por acto auténtico se establezca el monto y extensión del crédito (art. 3131, inc. 4° del Cód. Civil) aunque la determinación del mismo se haga por medios extrahipotecarios" ("Citibank N.A. c. Ganin, Elena Inés s/ejecución hipotecaria, Rel. n° 182.109, 15/11/95).

Sin que resulte menester incursionar en la causa de la obligación surge de la certificación contable acompañada que la misma no ha sido efectuada conforme el arbitrio de la accionante, toda vez que el profesional interviniente ha dejado debida constancia de que el saldo deudor consignado concuerda con la documentación respaldatoria y los registros contables.

En el contrato que sirve de base a la ejecución las partes determinaron la existencia de una cuenta de gestión abierta por parte de la actora para asentar las constancias que allí se indican, como así también que el gravamen se constituye para garantizar los saldos deudores presentes y futuros que en cualquier momento pudieran arrojar a favor de la accionante la misma.

A ello debe agregarse que también convinieron que los saldos de las cuentas de gestión aludidas se determinarán y considerarán líquidos mediante el certificado del saldo deudor emitido por contador público independiente, dichos saldos así determinados serán los que se harán valer a fin de acreditar el importe adeudado, por lo que mal puede luego desconocerse el valor de la constancia contable para establecer los saldos deudores cuando todo ello ha sido conformado bajo la firma de quienes concurrieron al acto prestando su expresa conformidad con lo pactado (art. 1197 CC) ante un oficial público que volcó sus dichos en un instrumento de tal naturaleza, cuya falsedad intelectual no se ha alegado, por lo que resulta improcedente pretender restar entidad a lo pactado no mediando vicio de la voluntad.

El deber de obrar de buena fe y de la necesidad de ejercitar los derechos observando tal pauta es la exigencia de un comportamiento coherente, lo cual importa que, cuando una persona dentro de una relación jurídica ha suscitado en otra con su proceder una confianza fundada conforme a tal principio en una determinada actuación futura, según el sentido objetivamente deducido de la conducta anterior, no debe defraudar la confianza despertada y es inadmisible todo comportamiento incompatible con ella (conf. CNCom., Sala A, 15/5/97, LA LEY, 1998-C, 621, núm. de fallo 97.317; DJ, 1998-2-1218).

La postura contraria a la expuesta, sostenida por la Sala "D" en autos "EG3 c. Oguiza, Dante O. y otros" (LA LEY, LA LEY 2001-E, 664, fallo núm. 102.656) así como la Cámara Civ. y Com., de Bahía Blanca, Sala 1a. en autos "La Industrial Alimenticia c. Ulovec, Liliana G. y otros, 21/11/00, JA 1/8/01, pág. 76) hacen hincapié en la improcedencia de que las partes creen un título ejecutivo, carácter que asignan al certificado contable, lo que no consideramos compatible con la tesis que emana de la normativa establecida por el codificador al establecer la posibilidad de gravar con hipoteca todo tipo de créditos, aún los futuros e indeterminados, capítulo que quedaría totalmente abrogado de seguirse dicho criterio.

No compartimos la conclusión de que las partes estén creando título alguno sino que el mismo está constituido por la cuenta de gestión, en el que sólo la voluntad de los contratantes se aúna para determinar el monto o saldo a que asciende una determinada cuenta abierta para provisión de mercaderías en un momento determinado, no obstante que la responsabilidad máxima por la que el mismo habrá de responder el inmueble esté expresada en el documento, es decir se complementa el título con una fórmula acordada por ambas partes para establecer el monto adeudado liminarmente indeterminado, lo cual no es patrimonio de "todos los contratos bilaterales" por cuanto no en su totalidad son volcados en instrumentos públicos y con las formalidades exigidas para los hipotecarios, en los cuales se acuerda con fuerza vinculante (art. 1197 Cód. Civil) que su liquidez final dependerá de la certificación extra contractual que las partes acordaron respetar sobre la base de las constancias de los libros de comercio que la accionante, en su calidad de comerciante, debe llevar en legal forma.

Sobre este particular ya Vélez Sarsfield en su nota al art. 943 de su obra codificadora expuso con meridiana claridad que "dejaríamos de ser responsables de nuestras acciones si la ley nos permitiera enmendar todos nuestros errores, o todas nuestras imprudencias. El consentimiento libre, prestado sin dolo, error ni violencia y con las solemnidades requeridas por las leyes debe hacer irrevocables los contratos".

A este respecto ha reflexionado extensamente la Sala "C" de esta Cámara al expedirse en la causa "Química Estrella SACI e I c. Caramelera Industrial Casildense SAICFI s/ejecución hipotecaria" (Rel. 272.530, 5/4/01), donde si bien se arriba a una conclusión ecléctica toda vez que no se considera válida a la hipoteca por no estimarse cumplido el requisito de la especialidad al no cumplir el contrato que se analizaba con la expresión de la causa de la obligación, cosa que no acontece en el presente, como ya se ha destacado, se le asigna igualmente valor de título ejecutivo al crédito del que la hipoteca es un mero accesorio, considerándolo hábil aun cuando no goce de la garantía real y esté complementado por una constancia extracartular.

Aquí, como en aquel caso, la negativa de la deuda aparece como meramente formal, pues no se negó en forma concreta la inexistencia de los ítems que integran el informe del contador, que complementa el título, tal como hemos dicho, por voluntad de las partes y sobre este último aspecto la Sala mencionada anteriormente se expide con expresiones que no pueden menos que compartirse plenamente acerca de la responsabilidad de los firmantes al determinar que "cuando una persona jurídica realiza un acto de la envergadura del de autos, consistentes en gravar con hipoteca bienes inmuebles de su propiedad por un importe de U$S330.000, y a tal efecto conviene que la certificación del saldo deudor que surja de los libros de comercio de la acreedora junto con la escritura hipotecaria importará suficiente título ejecutivo, no puede pensarse que la voluntad expresada, respecto de la cual no se alegó vicio concomitante con la celebración del acto o que no fuera representativa de la verdadera decisión de la sociedad de que se trata, pueda ser modificada al arbitrio unilateral de una de las partes que, ni en la pieza de oposición de excepciones ni en la expresión de agravios ha brindado razones obstativas a que el detallado informe contable acompañado a la demanda expedido por un contador público nacional, tal como se previó al celebrar el negocio, no represente las sumas adeudadas por la ejecutada. No hay impugnación concreta a las operaciones contenidas en la prolija certificación contable glosada al proceso, siendo insuficientes las razones que puedan referirse a cuestiones nacidas de una relación comercial de larga data con la ejecutante ...

El principio de la buena fe no admite que un contratante, cuya voluntad no ha sido viciada se ponga en contradicción con su conducta anterior jurídicamente relevante y plenamente eficaz. En términos alusivos al contrato firmado, si el deudor consideró suficiente la certificación surgida del examen de los libros comerciales de la contratante y renunció anticipadamente a objetarlo en un proceso de ejecución, mas no en un juicio ordinario, no puede luego, en conducta diametralmente opuesta a la sostenida al celebrar el contrato pretender desvirtuar las expectativas de comportamiento futuro de la contraria por el mero arbitrio del cuestionamiento de la cuentas existentes entre las partes (en el caso de autos una simple negativa formal).

En otras palabras dicho principio no resiste la idea de que un contratante dote a la otra parte de un instrumento eficaz para la ejecución y que cuando se pone en marcha el mecanismo previsto o se hace valer el documento, se pretenda cuestionar la base de la contratación sin alegar la existencia de un vicio de la voluntad, al momento del acuerdo... de allí que el cuestionamiento no corresponda cuando el ejecutante no ha hecho mas que acompañar al proceso los instrumentos que el propio deudor le confirió para asegurarse la efectivización de su acreencia, en una actitud que no puede considerarse irregular, disfuncional o contraria a los fines previstos por la ley.

Por ello y como ya lo hiciéramos en la causa "Eg3 c. Bonomi, Hugo s/ejecución hipotecaria" (expte. n° 128.924/98, 20/12/99), estimamos perfectamente hábil como título ejecutivo al contrato de cuenta de gestión garantizado por hipoteca cuyo saldo deudor surge de la certificación contable adjuntada conforme a lo que las partes convinieran.

No puede hablarse en este caso de "políticas unilaterales de la accionante" y de la falta de igualdad de los contratantes cuando la deuda certificada se refiere totalmente a ventas para lo cual debe existir un comprador pues nadie puede obligar a otro a comprar lo que no quiere.

Es cierto que se ha negado la deuda y que la accionada alegó el carácter de acreedor respecto de la accionante, pero ello no fue acreditado en momento alguno de este proceso y si existe un juicio donde se está debatiendo la cuestión, y no se ha acompañado constancia de sentencia favorable que se encuentre firme, tampoco puede adjudicarse la ejecutada dicha calidad.

Por lo antedicho, el tribunal; resuelve: Confirmar la sentencia recurrida, con costas a la demandada (art. 558 Cód. Procesal). Difiérese la regulación de honorarios para su oportunidad.

Se deja constancia que no firma la presente el Dr. Degiorgis por hallarse en uso de licencia (art. 109 del R.J.N.). - Julio R. Moreno Hueyo. - Carlos J. Molina Portela.


